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SECCION DOCTRINt\.L.
ENJUICIAMIENTOCRIMINAL
De los médicos forenses.
(CONCLUSION. )
¿Los médicos forenses pueden ser recu­
sados?
La respuesta afirmativa, es la primera que
á semejante pregunta se nos ocurre; porque
teniendo presente el carácter de dichos fun­
cionaríos , la importancia de su intervencion
en l�� juicios, y la influencia que naturalmente
han de ejercer en el fallo, no puede dudarse
en admitir respecto ellos lo mismo que está
establecido respecto los Jueces y demás oficia­
les de la administracion de Justicia.
Los médicos forenses ejercen respecto la
persona del ofendido un ministerio que exije
la confianza del mismo, y respecto el procedi­
miento y sus consecuencias constituyen con
sus declaraciones la prueba pericial.
Como dijimos al comienzo de este escrito,
hay quien considera á los peritos como testi­
gos, quien les considera como ausiliares de los
Jueces y quien ve en ellos verdaderos jurados
,
ó jueces de hecho.
La doctrina que nosotros hemos admitido
considera la prueba pericial como una prueba
sui géneris, y admitiendo el supuesto de' analo­
gia que en ella concurren. con otros medios de
prueba, no podemos menos de admitir y atri­
buirles el conconjunto de consecuencias natu-
O,;
raIes á aquellas cuando no se rechazan ó con­
tradicen entre sí.
Considerando á los peritos y por lo tanto á
los médicos forenses como testigos, la recu­
sacion no sería procedente; pero seríalo el ta­
charles y el probar las tachas.
Considerando como Jueces de hecho, no cabe
el tacharles, pero deberá caber el recusarles I
y como el ejercitar contra ellos los recursos
de queja y de responsabilidad; y lo mismo "
idénticamente sucede, considerados como ausí-
liares de la administracion de justicia. El Con-
de de la Cañada (32), hablando de Ia recusa-
cion de los Jueces, dice:
«Entre todos los medios y modos que los
hombres ti-enen de defender sus facultades y
sus derechos, es sin duda la recusacion uno
de los mas cumplidos 'Y seguros; pues siendo
un remedio preventivo que se anticipa al daño,
es 'como todos los de esta especie mas venta­
joso que los que se buscan para reparar el
mal ya sucedído.»
. Esto mismo puede decirse de los médicos
forenses bajo cualesquier concepto que se les
considere, porque eremos evidente que es pre­
ferible el que sean recusados á que haya de
entablarse contra ellos algun recurso, pedirse
acerca de nulidad de las operaciones por ellos
practicadas, y esponer claro la salud ó la vida
del ofendido, el derecho, la libertad y aun la
vida del procesado.
En el terreno de la teoría, pues, no puede
dudarse: los peritos pueden ser recusados cuan-
(32) Instituciones prácticas de los juicios civiles. P. 8.°,
cap. VI, núm. 1, pág. 538. '
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do son nombrados de oficio (33). Pero al
aplicar e ta teoría en el terreno de la práctica.
y respecto os médicos forenses, surge crecida
serie de dificultades, por falta de disposiciones
legales concretas á la índole especial de estos
funcionarios, y porque no toda la doctrina le-
,gal relativa á los peritos en negocios civiles
pueda aplicarse á los médicos forenses.
¿Quién puede hacer la recusacíon? ¿Puede
ser sin causa y con causa, Ó es siempre indis­
pensable hacer espr.esion de esta? ¿Qué causas
serán en su caso suficientes para la recusacion?
En nuestro concepto, no solo puede recusar
al médico forense el acusado, sino tambien el
ministerio público y el acusador privado.
No habiendo una disposicion concreta juz­
gamos aplicables las prescripciones del dere­
cho civil respecto los peritos, y por lo tanto
que no puede hacerse la recusacion sin espre­
sion, de causa (34).
Esto es tambien lo mas en armonía con los
buenos principios de la ciencia del derecho.
y no obstante no creemos que á pesar de la
analogía, á pesar de considerar á los médi­
cos forenses como peritos, sea aplicable á ellos
la tercera parte de la regla 9.a del art. 305
. de la ley de Enjuiciamiento civil, que establece
que cada parte solo puede recusar con causa
dos peritos. Porque esta disposicion es tan
arbitraria, inmotivada é irresponsable que
no debe hacerse esplicacion de ella sino en
el caso concreto para que se encuentre pres-
crita.
Nosotros creemos que habrá derecho á re-
cusar á los médicos forenses, tantas veces
cuantas acontezca que en los mismos existan
causa justa para que sean recusados.
Las causas que en nuestro concepto cabe
alegar para la recusacion de los médicos fo­
renses, son las mismas que están marcadas
para los Jueces ó los peritos en la ley de En­
juiciamiento civil, escepto aquellas que no guar­
dan .relacion con el cargo especial de .los peri­
tos médicos.
(33) Bonnier y Mitermaier, obras cit.
(31) Art. 803, regla 9.a, Ley de Enjuiciamiento civil.
Asi creemos que serán causas legítimas para
ousacion de los médicos forenses,
coasanguínidad entr del cuarto gradó
civil, con el acusador ó con el ofendido.
La afinidad con los mismo dentro de igual
grado.




Sentimos el no poder apoyar nuestra opi­
nion, sistema que por mas de una razon hemos
seguido en el presente artículo en esta punto
en autoridad alguna; pero creémosla fundada
en principios incuestionables de justicia.
Asimismo creemos que seria muy con­
veniente, que en la deseada y al parecer
próxima publicacion de la ley de enjuicia­
miento criminal, se establecieran las dispo­
síoíónes necesarias en armonía con tales
principios para fijar con claridad y precísion
las tramitaciones consiguientes á la interven­
cion en los procesos de esos nuevos funciona­
rios públicos, conocidos con el nombre de mé­
dicos forenses, muy principalmente en la parte
relativa á su recusacion.
y aun creemos que deberia consagrarse ca ...
sos en que la abstencion les sea permitida,
porque les hay indudablemente en negocios
dados, en que la delicadeza de todo funcionario
público le impone como una necesidad el no
intervenir en él, pues por mas que haciéndose
superior á toda afeccion personal cumpla ri­
gurosa ;y honradamente con su deber, puede
haber ocasion á que se sospeche lo contrario.
Eduardo At�rd.
ObservaC"Ïones á las reglas dictadas por el Go­
bernado'}' civz'l de la prooùicù: ,Y que rt'gen
desde 1.0 de Marzo últz'mo, para las su­
bastas de fincas de periiculares que se ce­
lebren en esta ciudad.
Somos los primeros �n tributar el
merecido elogio á las dignísimas au...
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torídades, que como la superior civil
de esta provincia dan tan constantes
muestras del infatigable celo con que
desempeñan sus difi ciles cuan to im­
portantes funciones. y no osáramos
poner sobre el papel nuestra desauto .....
rizada pluma para ocuparnos de dispo ...
sicíones adoptadas por dicha autori­
dad, mucho menos si en algo había­
mos de censurarles, sin estar plena­
mente convencidos de que lo hacia­
mos eh cumplimiento de un deber
inherente á nuestra profesion de abo-
gado, que es el que hoy nos obliga á
hacer algunas observaciones á las que
han de' regir en las su bastas de fincas
de particulares de esta ciudad ínterin
se forma por la asociación de 'corredo­
res el correspondiente reglamerrto.
No nos es posible desconocer las
muchas y útiles mejoras que por pun­
to general han introducido las espre­
sadas disposiciones en la materia que
constituye su objeto, ni queremos
tampoco renunciar á la satisfaccion
de .aplaudirlas. A fuer de imparciales
reconocemos lo que para nosotros es
bueno doquiera que se encuentre, así
COIllO tambien criticamos lo que nos
parece que no lo ês siempre que para
ello se nos presenta ocasion oportuna.
Contienen las mismas cosas muy bue­
nas, pero entre ellas aparece una; la
-declaracion de nulidad de las subastas
en que no se han cumplido todas sus
prescripciones, que no vacilamos en
calificar de verdadera intrusion en un
terreno que no es el propio en que de­
ben y pueden egercer su accion dispo­
siciones de esta especie y emanadas de
la autoridad que las ha dictado.
El haberse destinado para las subas-
tas el zaguan de la casa llamada del
Vestuario en lugar de la plaza dsl
Correo en que se efectuaban antes, el
establecer ·que el idioma castellano ad­
mitido ya en Valencia hasta para. los
actos mas familiares sustituya al va-'
lenciano, único del que en ellas hadan
uso los corredores, y algunas otras co­
sas que no es nuestro propósito enlil­
merar aqui, entre ellas la principal de
regularizar las indicadas subastas, son
reformas que no quedarán estériles si
se escluye de las reglas en que se plan­
tean lo que además de carecer de toda
ventaja partioípando de muchos incon­
venientes, no puede figurar entre las
disposiciones dictadas por 01 Goberna­
dor civil de una provincia segun los
buenos principios del derecho admi­
nistrativo; la nu-lidad de la subasta
por los motivos _que allí se establece.
Es esta una sancion demasiado im­
portante y de consecuencias d.emasia­
do trascendentales, para que pueda
ser bien aplicada de una manera tan
general como lo ha sido en las dispo­
siciones de que tratamos. Muchas son
y Ipuy minuciosas las prescripciones
en ellas contenidas, y no todas de una
importancia digna de. que su sola orui­
sion produzca la nulidad de Ia subasta,
de que se ha hecho un. uso tan pródi­
go con haber consignado la primeva
parte de la regla 19 en estos términos:
Toda subasta sin sujecion á las prescripcio-
nes anteriores será nula oo., ..
-I
Este tan terminante precepto pues-
'
to á disposicion del contratante de
mala fe que puede aprovechar cual­
quiera insignificante omision que tan
fácil es que se cometa, es un arma de
dos filos, que hiere con uno al que de
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él puede quedar nulo y sm ningun
valor ni efecto.
Otra porcion de .dificultades no me­
nos insuperables trae consigo esta nu­
lidad tan vagamente consignada en
las disposiciones que nos ocupan. ·¿Por
cuánto tiempo ha de poder utilizarse?
¿Ha de durar usque in eternum? Y si el
que remat6 una finca en la subasta
que fue nula, 6 sus herederos tratan
de venderla, ¿quién se la compra si el
título de vendedor es nulo? ¿Y estos
daños y perjuicios que tan considera­
bles pueden ser , quién los resarce?
¿Acaso el corredor que intervino en
Ia subasta? Es muy fácil que este' ya
no exista, y, aun cuando asi no suceda,
si ha trascurrido mucho tiempo desdé
que se remat6la finca, seria hasta ridí­
culo quererle exigir entonces la res­
ponsabilidad en que pudo incurrir, y
lo seria mucho mas que esta se qui­
siera hacer efectiva en sus herederos.
Inconvenientes son estos dignos de
ser tomados en consideracion y que
bastan, como hemos dicho, para que le­
vantemos nuestra débil voz y abogue­
mos porque se suprima la disposicion
que las motiva; pero nuestro principal
objeto al ocuparnos de ella se dirige á
hacer ver que aun cnando la nulidad
de la subasta de que tratamos en esta
artículo no tuviera los inconvenientes
que llevamos apuntados, tendría siem­
pre el de revelar á nuestra vista una
manifiesta transgresion en la Autori­
dad que la na establecido y que tan
mal sienta en un pais bien gobernado,
cuya administracion debe estar en
consonancia con los verdaderos prin­
cipios de la ciencia administrativa.
Sin incurrir en notable pesadéz y
•
buena fe contrato, y con otro á las
mismas disposiciones en que se esta­
blece en su mas principal objeto, que
es el de asegurar por medio de las con­
venientes formalidades el resultado
cierto y seguro de la importantísima
contratacion que se efectua en la com­
pra y venta de bienes raices. Se ha
tratado de evitar estos inconvenientes,
y al efecto se ha establecido también
en la regla 19 ya citada á mas de lo
que de ella llevamos trascrito; que el
corredor será responsable de los daños
y perjuicios que al vendedor ó com­
prador se causen. Reflérense estos ,da­
ños á los ocasionados por la nulidad
de la subasta.
Incomplete seria siempre este reme­
dio; pero ni aun en la parte en que
podria ser eficaz le creemos aceptablë.
Con él se impone al corredor una pena
escesiva, y que puede llegar á ser en
la mayoría de los casos notablemente
injusta, porque carecerá de una de las
circunstancias esenciales en toda pena
para que surta los buenos efectos que
de ella tiene derecho á esperar la so­
ciedad; no será proporcionada á la en­
tidad 6 importancia de la infraccion
que con ella se trata de castigar. Si el
corredor ha infringido el reglamento
ti que se les ha sometido para celebrar
las subastas de fincas de particulares,
imp6ngasele en buen hora un castigo,
pero que sea proporcionado al mal cau­
sado y. no estienda sus fata les conse­
cuencias á otro que el que lo haya me­
recido, que no llegue hasta los que de
buena fe y sin faltar en nada á las
formalidades debidas celebraron un
contrato, que por la mas pequeña fal­
ta del corredor que ha intervenido en
I-
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dar á este artículo una inoport,una
estension, no seria posible recorrer
el vasto campo que nos presentan
esta ciencia y la del Derecho políti­
co en sus múltiples y trascenden­
tales aplicaciones, trabajo ocioso por
otra parte cuando había de dedi­
carse á personas tan ilustradas como
las que han de leer esta revista. Asi
que nos concretaremos á discurrir á
muy grandes rasgos dentro del estenso
círculo de las elevadas é importantísi­
mas atribuciones de los Gobernadores
civiles, procur-ando descubrir su' na­
tural límite, que es el principal punto
de partida de nuestra opinion sobre el
asunto objeto de estas líneas.
Son los Gobernadores civiles la per­
sonificacion del Gobierno en las pro­
vincias y los mas fieles intérpretes del
pensamien.to. del mismo, son el 6rgano
por el que, el Gobierno egerce sobre
ellas su .accion, y las arterias que le
comunicanlavida gubernamental, son,
en una palabra, la genuina represen­
tacion del poder egeeutivo cuyas dis­
posiciones hacen cumplir en la pro­
vincia que dirigen. Natural, es, pues,
que se hallen rodea�os de la esplen­
dente aureola de un elevado poder,
que les dé todo el prestigio que su im­
portancia requiere, y que estén ador­
nados de eficacísimas atribuciones ga­
rantizadoras siempre del mejor y mas
digrio desempeño de la importante
misión, que han de llenar ,en la admi­
nistracion y gobiern.o del Estado. Es­
te ha sido el pensamiento dominante
de cuantas leyes se han dictado relati­
vas á tales funciones, desde la memo­
rable constitucion del año 1812 que
les dio el primer soplo de vida, hasta
las últimas leyes' publicadas con este
objeto, que armonizando sus faculta­
des y atribuciones con los adelantos y
exigencias de nuestra' creciente civi­
lizacion, les han dado el oportuno ca­
rácter que ahora tienen, y que como
hemos dicho les hace que sean consi­
derados como viva personificacion del
gobierno 6 poder ejecutivo en las pro­
vincias.
Mucha es su importancia, grande al
par que noble su mision, pero esta
puede cumplirse sin "traspasar un lí­
mite muy trascendental, una' valla
insuperable muchas veces hasta para
el poder ejecutivo cuya plenitud re­
presentan: la que separa este poder
del legislativo, la qJe man tiene esa
division de poderes de tan asombrosa
fecundidad en felices resultados para
el buen régimen y bienestar de la na­
cion. Si aun el poder ejecutivo para
mantener su existencia constitucional
ha de dejar ilesa la del legislativo,
realizando de este modo la marcha de
amhos poderes tan compatible cuan to
armónicamente, mucho mas necesaria
habrá de ser esta 'conducía en un go­
bernador civil cuyo principal instituto
I es ser el 6rgano de accion del gobier­
no como poder ejecutivo, y trasmitir
sus disposiciones coadyuvando á que
se lleven á debido cumplimiento sin
que al pasar por su autoridad puedan
sufrir alteración alguna; sin que de
uno ú otro modo puedan por ella ser
interpretadas.
Ya de aquí es sumamente lógico
inferir que la nulidad de las subastas
tan ámpliamen te estableoida en las
disposiciones relativas á ellas que pro­
vísíonalmente ha dictado el goberna-
al' presente artículo al disponer: quel
sea nula la subasta en que no se haya­
cumplido todo cuanto en ellas se pres':"
cribe, además de establecer una' cosa
que trae consigo bastantes inconve-­
nientes, se han internado en la tan'
respetable legislacion civil yendo mas
allá de lo que puede ser su objeto. No
queremos, pues, autorizar con nues-:
tro silencio lo que eremos una trans­
gresion como todas de no muy favora-:
bles consecuencias. Queremos contri­
buir á remediarla, y para ello hemos
alzado nuestra insignificante voz que
deseamos ver apoyada por otras que
puedan comunicarle algun vali­
miento.
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dor civil de esta provincia, está fuera
de las atribuciones de la autoridad de
que ha emanado, porque semejante
prescripcion traspasa ellímite, salta
la valla que ha de ser insuperable,
como arriba dijimos, aun para el mis­
mo poder de que un gobernador civil
es solo fiel representaute; se introduce
en la legislacion que de suyo es mas
inamovible y que exige mayores re­
quísítos, mas cúmulos de circunstan­
cias y necesidades con mas deteni­
miento reconocidas para sufrir cual­
quiera alteracion. Aludimos á laIe­
gislacion civil, única que debe y
puede dictar reglas á los contratos
que se celebren entre particulares si
como la de que ahora nos ocupamos
afectan á su ciencia hasta el punto de
decidir de su validez.
Si pues cualquier 6rden legislative
es terreno por muy altas razones ve­
dado á los gobernadores de provincia,
lo ha de ser muchísimo mas el relativo
al derecho civil que es el que se halla
incrustado en los hábitos y costumbres
de una nacion, el que constituye su
verdadera fisonomía y CUy0 carácter
esencialmente estable y de peligrosas
innovaciones cuando no están eviden­
temen te reclamadas por las circuns­
tancias, fue ya reconocido por los, sá­
bias jurisconsultos romanos, como nos
lo demuestra aquella ley del célebre
Ulpiano consignada en el Digerto, cu­
yo epígrafe es De novo Jure constituendo,
y en la que tan acertadamente se esta­
ble�e que: In rebus novis constituendis
evidens esse utilitas devet, ut recedatur ab co
_' Jure quod diu œqum vicium est.
Estamos convencidos de que las dis­
posiciones que han servido de materia
J. Galan y Sancho.
CAUSAS CELEBRES.
Detencion ilegal de D.a Juana Sagrera.
La inmensa celebridad de la causa á _que
se refiere el epígrafe que antecede y el co­
nocimiento que el público tiene de la mis­
ma, nos mueven á publicar la sentencia de
revista de la Excma. Sala 1. a de esta Au­
diencia, en la que se sintetiza toda la re­
sultancia del proceso, escusándonos con ello
de dar otros antecedentes que son ya per­
fectamente conocidos.
Sentencia.-En la causa criminal sustan­
ciada en el Juzgado de primera instancia del
distrito del Mercado de esta ciudad, comisiona­
do especialmente para la instruccion de la mis-
, ma, que ante nos pende en grado de revista,
entre partes, de una D. Miguel Nolla y Bruyet,
natural de Reus, comerciante, casado, de cua­
renta y seis años, D. Luis Sagrera y Guíx,
soltero, de treinta y cuatro años, D. Francisco
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Sagrera y Guix, soltero, de veinticinco años,
ambos naturales de esta capital y de igual pro­
fesion; D. Antonio Navarra y Valenti, na.tural
de Barcelona, Doctor en Medicina y Círujía,
casado, de cuarenta y cuatro años, y D. Manuel
Pastor y Lázaro, natural de Puda, Licenciado
en Medicina y Círujía, c asado, de cuarenta y
tres años; procesados con D. Antonio Pujadas
y Mayans, ausente, vecino de Barcelona, y los
demás de esta ciudad, representados el prime­
ro por el Procurador D. Miguel Gardé, el se-
o gundo y quinto por D. Tomás Navarro, el ter­
cero por D. José Latorre y el cuarto por don
José Maria Martinez, y de otra el Fiscal de
S. M., sobre detención ilegal de Doña Juana
Sagrera de Nella; en cuya sustanciacion se
han observado los trámites legales y ha desem­
peñado el cargo de ministro ponente el señor
D. Juan Cano Manuel.
Vt'sta.-Aceptando los resultandos eonsig..
nados en la sentencia de vista.
-
Considerando que en la presente causa la
prueba de la existencia del delito estriba en el
hecho inconcuso de haber sido detenida doña
Juana Sagrera en el Manicomio de S'an Roy de
Llobregat, en' clase de monoma.niaca, sin que
la circunstancia de haber disfrutado en él de
mas ó menos espansion sea bastante á alterar
su esencia, que consiste, en haberla privado
de su libertad, separándola, contra su voluntad,
de su familia y del hogar doméstico, é impi­
diéndola en tal situacion volver á él.
Considerando que la intencion con que los
procesados llevaron á cabo su propósito, no
afecta al cuerpo del delito y sí únicamente á la
culpabilidad de los mismos, no siendo por lo
tanto necesaria para su justificacion la prueba
material y completa que para Ia de aquel se
requiere.
Considerando que si bien en el caso en cues­
tian no puede presumirse á priori como en otros
delitos la intencion criminal aneja á ellos, en
razón de la doble apariencia que presenta el
hecho considerado en abstracto, existen sin e�­
bargo en los autos motivos bastantes para fun-
dar el convencimiento de la malicia con que fue
ejecutado; primero, porque el hecho principal
en que descansa el criterio, á saber, que doña
Juana no padecía en veinte y seis de Julio de
mil ochocientos sesenta y uno la monomania
que supusieron los médicos Navarra y Pastor
en sus declaraciones juradas, estendidas ante
el alcalde constitucional de la ciudad, se en­
cuentra probado en autos de un modo conve­
niente. por el testimonio de los criados y perso­
nas que por vivir á la sazon y tiempo antes en
compañia de doña Juana, ó por tratarla fre­
cuentemente ten ian ocasion de observarla, y no
advirtieron señal alguna de perturbacion men­
tal, no obstante el horror á los fósforos y los
cuchillos, cuya aprension tiene su esplícacíoa
natural en otras causas agenas á cualquier do­
lencia mental; por la certificacion de los facul­
tatívos Picar y, Pie que Ia visitaron en el Mani...
comio á los pocos dias de su ingreso en él, los
cuales afirman que si bien el estado de exalta­
cion de sus facuItades intelectuales podia ha­
cer temer cualquiera novedad desfavorable en
las mismas atendido su temperamento nervio-
.
so, no constituía en aquella fecha la pretendi­
da monomanía; por las declaraciones de las
personas que la vieron en Barcelona y en ell
Manicomio mismo, y en particular por la de
D. Cristóbal Gelin, mayordomo del estableci­
miento, de quien se valió para entrar en rela­
ciones y en correspondencia con personas ya
de su familia, ya estrañas, á fin de hacerles sa­
ber su situacion y reclamar su ausilio para sa­
lir de ella; por los reconocimientos, observa­
ciones y dictamen de los tres facultativos que
por órden del Gobernador civil de Barcelona la
esploraron por mas de un mes en el colegio de
concepcionistas de gracia á los veinte y tres
dias de su ingreso en el Manicomio, y á .los
dos dias de su salida del mismo; por el dictá­
men de los facultativos que por providencía
del juzgado la observaron en esta ciudad á
poco de su regreso de Barcelona por un espa­
cio de tiempo suficiente á formar su juicio; y
últimamente por las contestaciones categóricas
y decisivas dadas con presencia de los autos
..
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civil de Barcelona donde acudió cuando' supo
que por su órden hahia sido estraida del Ma­
nicomio y depositada bajo incomunicacion en
el Colegio de concepcionistas, haciendo valer
inoportunamente sus derechos como marido,
cuando aquella se hallaba bajo la salvaguar­
dia de la autoridad admínistratíva para depu­
rar el verdadero estado de su afeccion mental;
y por último, por las circunstancias que acom­
pañan á la ejecucion del delito, anunciando á
D. Rafael Monares su resolucion de no recibir
en su casa á su esposa, cuando este le avisé
desde Madrid que se habia decidido doña Jua­
na il. volver con su esposo é hijos, la realiza­
cion de este anuncio desapareciendo de ella
con sus hijos á la llegada de su consorte, la
coincidencia de la repentina é injustificable de­
terminacion de llevarla al Manicomio sin espe­
rarse á verla á su regreso de Madrid, donde
habia estado sola con una criada desde que á
los dos dias de llegar se volvió su hermano don
Francisco cuando el resultado del viaje ante­
rior á Murcia podia hacerle confiar que vol­
viera como entandes aliviada, el abdicar en
sus cuñadoa y
. los Médicos su intervencion en
tan delicado negocio y la adope ion de los me­
dios conducentes, la premura inesplicable COIl
que se llevó á cabo una medida de tan graves
consecuencias sin dar lugar á que la viesen y
observasen de nuevo los facultativos de la casa
y aun otros, no obstante la observación de Pa­
lau y escudándose con una indiferencia alta­
mente sospechosa con la opinion de solo dos
Físicos, y la cautela con que se dispuso y ve­
riflee el viaje, haciendo creer á doña Juana que
iba á tornar los baños de mar, y anticipando
sigilosamente su llegada el D. Luis con el ob­
geto que luego se vió, cuya irregular conducta
en todo este grave asunto es la piedra de to­
que para contrastar la eficacia de los indicios
anteriores.
Considerando; que la falta de sinceridad que
la intencion con que procedieron en este nego­
cio los médicos Pastor y Navarra se desprende
de la contradiccion en que incurrieron con sus
doctrinas médicas declarando que doña Juana
por la Academia de medicina y cirujía de esta
ciudad á las preguntas concretas del Juez que
instruyó las actuaciones, asegurando el hecho
cierto de la completa integridad mental de
doña Juana en la época de veintiseis de Julio
de mil ochocientos sesenta y uno en que fué
conducida al Manicomio: Segundo, por la de­
claracion de doña Juana ante el Secretario del
gobierno civil de Barcelona, calificada despues
ante el Juez de la causa, en la que esplica los
motivos de su traslacion del Manicomio, y el
interés y participacion que el suceso tenia en
su concepto cada uno de los procesados; por
la espresion que at.ribuye, contestando á la
pregunta duodécima de su declaracion en Bar­
celona, cuando en una de sus discusiones con
el mismo la' dijo que «aquello no era mas que
el principio de la comedia, y que luego oiria
el fln,» cuyo sentido concuerda y so descifra
con aquella frase que la dirigió su hermano
D. Luis, cuando pasando á recogerla de casa
de Dotres, á donde habia marchado con oca­
sion ele otra desavenencia con su marido, la
dijo: «quo la haria pasar por loca» especie in­
dicada tambien por su otro hermano D. Fran­
cisco en la carta que escribió desde Madrid al
citado D. Luis dándole cuenta del estado mo­
ral de Doña Juana en aquella sazon; por la
notable conformidad de estas espresiones siem­
pre que ocurria algun grave disgusto, lo cual
da. á entender que se empleaban como una ame­
naza obligada para seducirla á obrar como
querian Sil esposo y hermanos, dejando entre­
ver un pensamiento preconcebido y concerta­
do, y esplicando á su vez todo el énfasis que
encierra aquella. frase contenida en la carta
de D. Miguel Nona al director del Manicomio,
cuando le dice: que aquella situacion (la de
doña Juana) duraria mas ó menos segun el
tiempo que tardase en hacer efecto en las con­
ciencias de los que habian hecho el daño; por
las cartas de doña Juana en las que dice es
víctima de un complot, refiriéndose á' las per­
sonas que habían intervenido en su reclusion
y sus aciagos presentimientos; por las vivas y
estrañas reclamaciones de Nella al gobierno
,
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padecia en veinte y seis de Julio de mil ocho­
cientos sesenta y uno, una monomania con
tendencia conocida á la demencia tal vez furio­
sa, siendo así que Pastor no la habia visto
desde antes de su viaje á Madrid, ocurrido
veinte dias atras, y Navarra solo un breve rato
el dia de su llegada con ocasion del panadizo
que padecia, cuando de la pregun ta que hicie­
ron por via de prueba se infiere que profesa­
ban la opinion de que un viaje, aunque de corta
duracion, refiriéndose al de Barcelona, verifi­
cado por una persona monomaniaca, puede
causar un alivio al paciente, por lo cual era
indispensable verla y observar su estado antes
de díanostícar de presente para no comprome­
ter el acierto en punto tan trascendental, y su
reputacion y conciencia, se deduce tambien el
resultado contrario que produjeron las obser­
vaciones y dictámen de los facultativos que
despues de declarar ellos la reconocieron en
Barcelona y en esta ciudad, y desde la acade­
mia de Medicina y Círujía de la misma de.
grande autoridad tratándose' de un punto cien­
tíflco, se colige asimismo de la insistencia con
que procuraron, especialmente Pastor, disua-
I dir al alcalde del reconocimiento personal que
acostumbraba á practicar con enfermos de esta
clase, cuando debia serle indiferente este acto
de la autoridad satisfechos como debían estar
dala verdad de sus declaraciones, y no me­





REFORMA DE LA CASACION .:
(CONT1NUACION. )
Si despucs de haber esperado diez y
oelio ó mas meses para que les llegue el
turno de vista, y de haber sufragado los
derechos de apuntamiento y de escribanía,
los del procurador y los de instruccion del
letrado, se les obligase, contra su volun­
tad, á perder aquel tiempo y estos gas­
tos, que son casi todos los del pleito,
para principiar de nuevo la sustanciación
del recurso, seria un género de violencia
injustificable, que, á mas de dichos per­
juicios, privaria á estos litigantes de un
derecho ya adquirido, y puede decirse que
ejecutoriado. Enhorabuena que por volun­
tad de ambas partes -se someta el recurso
al nuevo procedimiento: pueden renunciar
su derecho; pero Ia ley no puede privarles
de él, segun los buenos principios, y mas
cuando se trata de un acto no imputable
al litigante. Sin el recargo de la Sala 1'­
todos esos recursos estarian fallados al pu-
, blicarse la reforma.
Afortunadamente entre dos estremos
suele haber un término medio, justo, acep­
table y conveniente, como lo hay en el
presente caso. Este medio consiste en pasar
únicamente á la Sala de prévio exárnen los
recursos pendientes de sustanciacion, dejan­
do los ya conclusos en las Salas en que
han radicado, para que sean vistos y falla­
dos conforme al procedimiento actual. To­
dos los conclusos para la vista han termi­
nado su curso .. y salvado, por decirlo así, la
barrero de instruccion; como se dice de los
señalados para aquella en el preámbulo del
proyecto. Si pues, por tal razón se escep­
túan estos del efecto retroactivo , por la
misma deben ser aquellos esceptuados
igualmente. Dicho medio que tiene tam­
bien en su apoyo el haber sido pro­
puesto por la Sala de gobierno del Tribu­
nal Supremo de Justicia en su consulta de
22 de Abril de 1862, además de estar
exento de los inconvenientes de doctrina
antes indicados, igualará en lo posible el
trabajo de las Salas y dará con mas segu­
ridad y prontitud el resultado que se busca.
y con efecto: partiendo de los mismos
supuestos que han servido de base al cál­
culo anterior, si se aceptase dicho medio"
al constituirse la Sala de calificacion se le
pasarían 225 recursos, que son los que en
fin del año último quedaron pendientes de
sustanciacion en las Salas primera y segun­
da: en algo menos de medio año despacha­
ria estos recursos, y quedaria ya desemba­
razada para los que vayan ingresando.
Mientras tanto la Sala de casacion seguí-
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ria despachando los 2ñ7 recursos, que se­
gun el resultado del mismo año quedaron
conclusos para la vista; y como habrá que-
. dado desembarazada de las competencias,
apelaciones y demás asuntos de que hoy
conoce, y tambien en gran parte del des­
pacho de sustantacion, podria ver y fallar
dichos recursos en el término de un año;
y en los dos siguientes lo que durante los
tres le habra pasado la de prévio exámen,
lo cual no escederá, segun ya se ha dicho,
de 180 á 190 recursos en cada año. Y aun
será mas ventajoso este resultado si se per­
mite á las partes someter de comun acuer­
do los recursos conclusos á la Sala de cali­
ficacion.
Resulta, pues, que al paso que por el
medio propuesto en el proyecto de ley no
podrá ponerse al eorriente el despacho de
los recursos hasta dentro de cinco ó seis
años, lo estará en menos de tres si se
adopta .el término medio que acabo de es­
poner; y como además está exento de los
inconvenientes, que aquel tiene, de des­
igualdad de trabajo en las Salas, y de dar
efecto retroactivo á la ley sobre un punto
en que no debe tenerlo, con grave perjui­
cio de los litigantes, parece que la elección
no puede ser dudosa.
In.licaré, por último, que considero de
suma equidad, y aun de justicia el que,
caso de estar formando el apuntamiento en
los recursos pendientes al publicarse la ley,
que se pasen á la Sala de califlcacion , si
esta declara no haber lugar á la admision
del recurso, se entiendan las partes role­
vadas del pago de los derechos del relator
por dicho trabajo. En tal caso quedará sin
objeto el apuntamiento, y no parece justo
obligar á los litigantes al pago de estas
costas, haciéndolos de peor condicion que
los interesados en los recursos interpues­
tos despues de publicada la reforma. Pero
como tampoco es justo que pierda el rela­
tor unos. derechos, que va devengando le­
gítimamente, pudieran abonársele de los
fondos procedentes de depósitos que, con
arreglo á los artículos 1,063 yi, 098 de
la ley de enjuiciamiento civil, quedan á
disposicion del Tribunal Supremo para' el
pago de costas en ciertos casos. Así lo pro­




Interveneioa del Ministeriô fiscal.
La índole especial de los recursos de
casacion exige la intervencion en ellos del
ministerio público. Segun los principios
generalmente admitidos, la casacion es un
acto de poder y de autoridad, cuyo objetó
es mantener en toda su integridad y pureza
la inteligencia de la ley, y uniformar la
jurisprudencia: por esto el interés público
es el predominante en ella, y el interés de
las partes solo se tiene como un fin secun­
dario. Siendo esto aSÍ; ¿,c.,ómo negar al mi­
nisterio público, ,representante del interés
social y órgano vivo de la ley, el derecho
de intervenir en la Sala que ha de declarar
de plano si estos recursos de casacion tie­
nen ó no fundamento , segun se dice en el
preámbulo del proyecto?
Por otra parte, el respeto que se mere­
cen la cosa juzgada y el tribunal senten­
eiador , á. quien en cierto modo se infiere
un agravio con estos recursos, exige que
no se permita el acceso á ellos sino en ca­
sos fundados; r al ministerio fiscal corres­
ponde la defensa de tan importantes obje-
.
tos, cuando sean atacados sin fundamento.
Su intervencion, por tanto, sobre conve­
niente, es hasta necesaria en la Sala de
prévio exámen : y estableciéndola como la
establece el proyecto de ley, coloca Ia ca­
sac ion en su verdadero terreno, siguiendo
el camino trazado por las legislaciones gue
nos han precedido en esta materia.
No creo necasario insistir mas sobre este
punto. Repetiré aquí, sin embargo, en
corroboracion de las razones espuestas, lo
que á este propósito dije ya en mis citados
Comentarios á la ley de enjuiciamiento civil
(pág. 376 del tomo 4.°)
«Uno "de los defectos que se notan en la
nueva ley de enjuiciamiento, es el de no
haber dado intervencion al ministerio fiscal
en la sustantacion de estos recursos. Fún­
danse siempre en infraccion de ley ó de
doctrina legal; y, segun ya hemos dicho,
su objeto es impedir toda falsa aplicacion
de la ley y su errónea interpretacion, á la
vez que uniformar la jurisprudencia: de
modo que, aun cuando los litigantes se
aprovechan inmediatamente de sus efectos,
estos son tambien de órden público y en
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interés de la sociedad en general.
. Pudie­
ran, además, concurrir tales circunstan­
cias, que hubiese motivo para reputar la
intraccion de ley cometida ,á sabiendas ó
con malicia. y para exigir por tanto la res­
ponsabilidad á los magistrados que dicta­
ron la sentencia. Bajo cualquiera de estos
aspectos que. se consideren los recursos de
easacion , es necesaria la intervencion en
ellos del ministerio público; no para favo­
recer ni coadyuvar los intereses de una de
las partes, sino para sostener los fueros de
la ley y de la causa'pública, y de la que es
legítimo representante y defensor. Esto
está en armonía con los principios que ri­
gen en nuestro procedimiento consignado
ya en el reglamento provisional de 1830
para la administracion de justicia, segun
el cual (artículos 70, 86 y 101) debe
oirse á dicho ministerio en los nego­
cios civiles, cuando interesen á la causa
pública, y siempre que ocurra alguna
duda de ley.»
Aun indicaré otra ventaja que resultará
de la intervencion del ministerio fiscal en
estos recursos. Hasta el dia no ha habido
caso de que dicho ministerio haya inter­
puesto el recurso de casacion en interés de
la ley, lo cual no puede atribuirse á falta
de motivo ni de celo, sino á la de medios
Ú ocasion para enterarse de las infraccio­
nes de ley ó de doctrina, que puedan ha­
berse cometido en las ejecutorias. Con la
reforma proyectada, si al examinar los au­
tos entiende que no es casable la sentencia
por los fundamentos alegados por el recur­
rente, pero que debe serlo por otros que
este ha omitido, podrá proponer que se
declare no haber lugar á la admision del
recurso, y que despues se le comuniquen
los autos al fin antedicho. De este modo
podrá ejercer el derecho que le concede el
art. 1,100 de la ley de enjuiciamiento ci­




Con el laudable propósito" sin duda, de
no tocar á la ley de enjuiciamiento civil
sino en lo meramente indispensable, en el
proyecto de ley no se hace novedad respec­
to á la forma de interponer los recursos de
casacion, y se deja espedita á los tribunales
sentenciadores la facultad que les concede
el art. 1,020 de dicha ley, de admitirlos ó
denegar su admisión. Atribuida esta mis­
ma facultad á la Sala de previo examen, pa­
rece lógico que cesen en ella aquellos tri­
bunales, para evitar, entre otros inconve­
nientes, el que recaigan dos fallos con un
mismo objeto, Es verdad que el tribunal á
quo se limita á examinar las formas estrín­
secas, y ea este concepto su fallo equivale
á declarar bien ó mal interpuesto el re­
curso, lo cual no obsta para que la Sala de
calificación, entrando en el fondo y exami­
nando los fundamentos ó condiciones in­
trínsecas del mismo recurso, lo califique de
admisible ó inadmisible. Sin embargo, co­
mo al hacer esta calificacion pueden y de­
ben examinarse tambien las formas estrin­
secas, creo conveniente se suprima aquel
trámite, por innecesario, dilatorio y gra­
voso para las partes, y que desde luego
se interponga el recurso ante la Sala de .
prévio examen, como en Francia se inter­
pone ante la Chambre des requetes (1).
Supongamos que el Tribunal á quo ad­
mite un recurso de casacion por estimar
equivocadamente que la sentencia, contra
la cual se interpone, ha recaido sobre de­
finitiva ; que se ha interpuesto en tiempo,
y que se han citado la ley ó disposicion
legal' quebrantadas, que son Jas únicas cir­
cunstancias que para dicha admision exige
el art, 1,020 antes citado. ¿Queda así re­
suelto ejecutoriamente este punto? De nin­
gun modo. Si el Tribunal Supremo estima
que falta alguno de dichos requisites, ó
que por cualquier otro concepto fue im­
procedente la admision del recurso, puede
declarar, como lo ha hecho ya en varios
casos, que no debió haberse admitido.
Esta facultad entrará en las atribuciones
de la Sala de prévio exámen , puesto que
por el párrafo último del art. 9.
o del pro­
yecto se détermina que no podrán promo­
verse las cuestiones previas de que habla
el 1,090 de la ley de enjiuciamiento. Si,
pues, esta Sala puede examinar si concur­
ren ó no dichos requisitos es innecesaria y
supérflua la admision del recurso por el
tribunal sentenciador, y debe por tanto
suprimirse este trámite.
(1) También opina de este modo el Sr. Ortiz de Zúñiga, .
digno ministro del Tribunal Supremo de Justicia, en un alti­
culo que ha publicado en la revista titulada Escuela del clue­
eho, sobre el proyecto de ley de que se trata.
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Esta supresion, no solo es lógica y con­
veniente por las razones antedichas, sino
tambien por otras muy atendibles, y no de
menos importancia. Interponiendo el re­
curso directamente ante la Sala de caliíi­
cacion se evitarán los gastos y dilaciones
del procedimiento, que hoy se emplea ante
el Tribunal sentenciador para admitirlo ó
denegarlo, y constituir en su caso el depó­
sito ó la cauciono Se evitarán asimismo los
gastos y dilaciones de la apelación, caso de
ser denegada la admisión del recurso; y
los del recurso de queja, si fuese tambien
denegada la apelacion. Y con esto queda
dicho, que en vez de resul tar así mayor
embarazo ó cúmulo de negocios para la
Sala de calificacion, sucederá todo lo con­
trario. Raro es el caso en que denegada
por la Audiencia la admision del recurso,
no se apele pará ante el Tribunal Supremo;
y si se deniega la apelacion, se interpone
el de queja; siendo por tanto el resultado
del sistema actual que, lejos de disminuir
en el Tribunal Supremo el número de re­
cursos con los que desechan las Audien­
cias, se duplican ó triplican, pues tienen
que sustanciarse y fallarse el de apelacion,
y el de queja en su caso, que produce
aquella negativa. Interponiéndose el recur­
so ante la Sala de prévio exámen, no pue­
de haber caso de apelacion ni de. queja.
Aun indicaremos otras ventajas de este
sistema: tales son; la de interponerse el
recurso con mucho mas acierto, pues á la
ilustracion del letrado director del negocio
en la Audiencia de fuera de Madrid, se
unirán las luces y práctica especial del
abogado del Colegio de esta córte, que se
encargue de interponerlo: ]a de no ser ne­
cesaria una nueva dilacion ó trámite para
citar nuevas leyes infringidas: la de salvar­
se el inconveniente de proceder de oficio
sin escitacion de parte en un negocio civil,
contra los principios que rigen en nuestro
procedimiento, como habria de hacerse con
arreglo al que se establece en el proyecto;
y la de darse, por último, al interesado el
tiempo necesario para que, calmada su
primera impresión, consulte y medite si le
conviene ó no interponer el recurso. En
vista de tales ventajas y consideraciones,
no creo pueda dudarse en llevar la refor­
ml, puestos ya rn ellas, á un artículo mas
de la ley de enjuiciamiento.
Demostrada la conveniencia de dicha
reforma, veamos cl procedimiento que pu­
diera emplearse para interponer el recurso
ante la Sala de previo exámen.
No parece necesario á este fin, que se
remitan los autos originales al Tribunal
Supremo: basta una copia autorizada del
apuntamiento y de las sentencias de pri­
mera y segunJa instancia para formar jui­
cio exacto acerca de si son· ó no fundados los
motivos de casacion que se aleguen, y de
consiguiente tambien para interponer el re­
curso. En Francia, á la instancia ó memo­
ria en que se interpone, se acompaña sola­
mente copia certificada de la sentencia ata­
cada, y el documento que acredita la cons­
titucion del depósito. Sin embargo, podria
autorizarse á la Sala de calificacion para �
que, en los casos estraordinarios en que lo
estime indispensable pal'a mejor proveer,
pueda reclamar los autos originales, ó co­
pia literal de alguna cláusula, ó documento
sobre que verse la cuestiono Esto supuesto,
voy á indicar el procedimiento, que creo
conveniente.
Dentro de los diez dias siguientes á la
notificacion de la ejecutoria, la parte que
quiera recurrir en casación acudirá ante la
Sala sentenciadora manifestando este pro­
pósito, y pidiendo se le entregue para ello
copia certifieada del apuntamiento y de las
sentencias de primera y de segunda instan­
cia. La Sala accederá de plano á esta peti­
cion fijando al esrribano de C�mara un
breve término dentro del cual debe cum­
plirlo, y suspenderá la ejecucion de la sen­
tencia, sal vo el derecho que el art. 1068
de la ley de enjuiciamiento ci vil concede,
en su caso, al que hubiere ganado el pleito.
El escribano de Cámara hará constar
por diligencia estendida á continua-ion de
la misma copia, el dia en que la entregue á
la parte ó su procurador. También se acre­
ditará esta circunstancia en los autos. Am­
bas diligencias serán firmadas por el pro­
curador de la parte récurrente y por el es­
cribano.
(Se continuará)
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